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El Derecho Financiero no es un cuerpo normativo ajeno a las sensibilida-
des sociales, si bien tradicionalmente su relevancia en el ámbito econó-
mico ha eclipsado dicha vertiente. La norma financiera constituye una 
perspectiva esencial para determinar y cuantificar las políticas públicas, en 
su previsión de gasto a través del presupuesto, a la vez que vehicula el 
grado de contribución-solidaridad que se exige a la ciudadanía a través 
del pago del tributo. La esencialidad de su análisis se centra en evaluar 
el compromiso del legislador con las líneas y políticas que se pretenden 
y analizar el esfuerzo en su consecución. La regulación jurídica del gasto 
y presupuesto público se ubican en dicho ámbito normativo y, en dema-
siadas ocasiones, se ha ignorado su capacidad para mutar o conformar la 
sociedad, elemento esencial donde tienen lugar modelos de género que 
originan discriminación. 

Las leyes actuales reconocen a los hombres y a las mujeres unos mismos 
derechos, pero la realidad social es terca y sus manifestaciones cotidianas 
evidencian que con esto no hay lo suficiente, porque el sustrato cultural 
de las creencias sociales mantiene comportamientos y valoraciones en 
que todavía se discrimina. Por lo tanto, resulta que no es suficiente hablar 
de igualdad jurídica formal en este ámbito, atendiendo a la existencia de 
condicionantes socioculturales que actúan sobre el genero femenino y el 
genero masculino. El Derecho no es un conjunto de normas escritas que se 
aplican de manera aislada a un contexto social aséptico, sino que, al con-
trario, aparecen irremediablemente impactadas por las creencias, costum-
bres y pensamientos de las personas que las elaboran, aplican y fiscalizan. 
Son estos pensamientos y creencias, que comportan formas de concebir 
y ordenar el mundo y la sociedad, los que acaban por determinar la con-
dición y posición de las mujeres y los hombres en su seno. Para evitar que 
las actuales formas de desigualdad discriminatoria se reproduzcan, hoy 
más que nunca hace falta impulsar políticas que garanticen la igualdad de 
oportunidades.
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La conformación del Estado como Social, como prestador, nos aboca a 
plantear el principio de igualdad desde su eficacia. Esto comporta que no 
es suficiente con declarar este principio, sino que se han de garantizar las 
condiciones materiales para que su ejercicio sea real y efectivo. Así la igual-
dad formal garantizada por las leyes no es un límite, sino un presupuesto 
necesario, aunque no suficiente, de la igualdad real y efectiva. Es decir, la 
igualad y la prohibición de discriminación es un mínimo negativo e inde-
clinable a partir del que puede operar una política positiva de remoción de 
obstáculos y de creación de las condiciones necesarias para conseguir una 
igualdad real. La pretendida igualdad material comporta una tarea de con-
formación activa de los poderes públicos, y es aquí donde el gasto ocupa 
un papel básico, tanto efectuando específicas políticas igualatorias como 
evaluando el distinto impacto que posee según el rol social que se des-
empeñe. En tal contexto pretendemos poner de relieve la potencialidad 
exegetica de los principios constitucionales sobre el gasto público en clave 
de género, así como evidenciar la versatilidad que algunos instrumentos 
jurídico-presupuestarios pueden ofrecer para implementar políticas públi-
cas para la igualdad y la justicia social.

1.El gasto público equitativo como gasto igualitario desde una pers-
pectiva de género.

El art. 31.2 de la Constitución Española señala que “El gasto público reali-
zará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación 
y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía”. En tal 
precepto el gasto público se haya vertebrado por tres principios: el prin-
cipio de equidad, y los denominados criterios de eficiencia y economía. El 
primero es un principio de carácter eminentemente valorativo, mientras 
que en los otros prima un carácter más técnico del gasto público. La deli-
mitación del contenido de tales principios no es fácilmente aprehensible, 
y más problemático aún resulta la relación que ha de existir entre ellos, no 
necesariamente antagónica, pero si necesitada de una ordenación. 

El principio de equidad o justicia1 resulta uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico según el art. 1.1. CE, y posee diversas manifestacio-
nes normativas destacando su concreción institucional en la conformación 

1 Utilizamos como sinónimos el término de equidad y justicia –aún manteniendo distincio-
nes- por que tal sentido parece el más acorde a su contexto y en base a lo que se desprende 
de su significado. En tal sentido el Diccionario de la Real Academia Española, 21 Edición de 
1992, señala que equidad es “3.Justicia natural, por oposición a la letra de la ley positiva” y 
justicia “3.Derecho, razón, equidad”.
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de un Poder Judicial y un Tribunal Constitucional. La introducción de este 
principio en el apartado segundo del art. 31 de la CE resulta una innova-
ción sin precedentes en el Derecho constitucional y pone de relieve la ne-
cesidad de una consideración unitaria del fenómeno financiero. La equi-
dad, la justicia, que se procura con la redistribución de los recursos puede 
efectuarse tanto a través de adecuada distribución de ingresos como con 
la asignación del gasto. En tal sentido se puede hablar de que la justicia 
financiera “resulta tanto del justo reparto de la carga tributaria como del 
equitativo destino que se dé a los recursos obtenidos”2. La justicia del gas-
to, si bien no es un derecho subjetivo de los ciudadanos, sí constituye un 
mandato a todos los poderes públicos, no tan sólo a la Administración, 
sino también, y sobre todo, al Poder Legislativo. Así se evidencia del pro-
pio art. 31 CE en relación al art. 53.1 de la CE. El gasto justo resulta así un 
principio jurídico, no meramente retórico, pues posee vinculatoriedad y 
obligatoriedad en su respeto, exigencia e implantación. 

Si bien es cierto, como señala la STC 45/1989 al hablar del sistema fiscal, 
que «la igualdad absoluta, matemática, es, ciertamente, tal vez un ideal 
inalcanzable en cada caso concreto [...], el sistema debe tender hacia ella», 
no implica que no sea reconducible a pautas normativas que le asignen 
un contenido referenciable. La concreción del valor de la justicia no puede 
dejarse al albur de las decisiones políticas coyunturales. Desde tal perspec-
tiva hemos de suscribir las palabras de SOLER ROCH ya que “no se puede 
seguir invocando la decisión política como único criterio legitimador del 
gasto público; las prioridades de una determinada política, cuando se apli-
can mediante el empleo de fondos públicos, deben respetar el principio de 
equidad de estos recursos. Si este principio está olvidado o su aplicación 
no encuentra viabilidad, no es ocioso recordarlo, ya que su validez se acen-
túa precisamente en un momento en que la contención del gasto público 
obliga a decisiones más selectivas”3 

El juicio de equidad del gasto comporta un juicio valorativo sobre la bon-
dad o no de los fines a los que se destina el gasto público. Su naturaleza va-
lorativa y el permitir márgenes de imprecisión, no conlleva un relativismo 
inasible en su concepto y contenido, ya que se puede precisar y delimitar 

2 PASCUAL GARCIA, J.: Régimen jurídico del gasto público: presupuestación, ejecución y con-
trol. BOE. Madrid. 1999, pág. 325.
3 SOLER ROCH, Mª. T.:”Los principios implícitos en el régimen jurídico del gasto público” 
AA.VV. El sistema económico de la CE en XV Jornadas de estudio de la DGS, Vol. II, 1994, pág. 
1848-1849. También en tal sentido ESCRIBANO LOPEZ: Presupuesto del Estado y Constitución. 
IEF, Madrid, 1984, pág. 325.
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en base a referencias jurídicas que hacen posible su exigencia. Su conte-
nido es determinable sobre la base de su relación con los valores positivi-
zados constitucionalmente. La equidad del gasto se ha de vincular con los 
derechos y libertades de las ciudadanas y, en concreto, con los principios 
rectores de la política social económica contenidos en el Capitulo III del 
Titulo I de la CE (preceptos del art. 39 al 52). Tales principios constituyen “la 
expresión constitucional (normativa e institucional) de unas opciones ideo-
lógicas sobre finalidades socioeconómicas que atañen al Estado-comuni-
dad, cuya realización es obligatoria por parte de los órganos estatales”4. Así 
la doctrina acostumbra a delimitar el contenido de dicho principio desde 
una perspectiva positiva y negativa, o sea, concretando los gastos que son 
justos y aquellos que no lo son5. Desde el punto de vista negativo se alude 
al gasto arbitrario, al gasto que comporta discriminaciones, que promueve 
desigualdades, al gasto que, en general, contradice los valores constitucio-
nales. Desde el punto de vista positivo se acota en la ordenación de tales 
recursos para “promover que las condiciones para la libertad e igualdad 
del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas” 
(art. 9.2 CE) y en conseguir la aplicación efectiva de los principios rectores 
de la política social y económica contenidos en los arts. 39 a 52 de la CE. 
De las menciones anteriores se aprecia como desde la vertiente positiva 
y de la negativa, la igualdad aparece como contenido necesario6. Resulta 
lógico pensar que si la justicia sólo es posible entre iguales, la igualdad 
aparezca insita en la idea de justicia7. En tal sentido, en la equidad, se ha de 
entender integrada por el principio de igualdad ante la Ley (en la Ley y en 
la aplicación de la Ley) del art. 14 C.E. La igualdad precisa un mismo trato 
a los que se encuentren en el mismo supuesto de hecho, o sea, plasmar el 
axioma aristotélico de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales8. 

4 LUCAS VERDU, P.: Estimativa y política constitucionales. Universidad Complutense. Madrid, 
1984, pág. 158.
5 GARCIA GARCIA:”La constitucionalidad de los principios presupuestarios”. Presupuesto y Gas-
to Público, nº 22. 1984, ORON MORATAL:La configuración constitucional del Gasto Público. Tec-
nos, Madrid, 1995, CAZORLA PRIETO:”Los principios constitucionales financieros en el nuevo 
orden jurídico” en Constitución y las fuentes de Derecho. Vol. I. IEF, 1979, PEREZ ROYO: “La finan-
ciación de los servicios públicos” Principios constitucionales sobre el Gasto público. Gobierno y 
Administración. IEF, Madrid, 1988, GARCIA AÑOVEROS:”El presupuesto y el gasto público en 
la Constitución Española”, XV Jornadas de Estudio de la DGSJE, Ministerio de Justicia, Madrid, 
1994. BAYONA DE PEROGORDO: El Derecho de los Gastos Públicos, IEF, 1991, PASCUAL GARCIA, 
J.:Régimen jurídico del Gasto Público. Presupuestación, Ejecución y control. BOE, Madrid, 1999.
6 En contra BAYONA DE PEROGORDO, J.J.: El Derecho de los gastos públicos. IEF. Madrid, pág. 170-172.
7 No obstante se han de tener presente las relaciones y discrepancias entres estos conceptos  
evidenciadas en BOBBIO, N.:Igualdad y libertad. Ediciones Paidos. Barcelona. 1993, pág. 59 y ss.
8 Entre otras la STC 76/1990 en su F.J. 10 sintetiza la doctrina respecto del principio de igualdad.
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En tal sentido, se ha de dar tanto una igualdad horizontal que implica dar 
el mismo trato a las personas que se encuentren en una misma situación, 
como una igualdad vertical que conlleva un distinto trato a las personas 
que se encuentren en una situación diferente. Tal principio manifiesta una 
exigencia de igualdad formal y de no discriminación, y su operatividad 
cumple una función negativa en la medida que excluye del ordenamiento 
jurídico las normas que la contradigan. Pero, es más, el principio de igual-
dad no se limita a un mero reconocimiento formal sino que, en conexión a 
lo dispuesto en el art. 9.2 de la CE, ha de dar un trato diferenciado a lo que 
es desigual como medio de conseguir una igualdad material o real.

La conformación del Estado como Social, como prestador, aboca a plan-
tear el principio de igualdad desde su eficacia. Conlleva, no solamente la 
declaración de tal principio, sino el hecho que se garanticen las condicio-
nes materiales para su ejercicio real y efectivo. En palabras del Tribunal 
Constitucional “[...] Como vinculación positiva, también, el legislador habrá 
de atenerse en este punto a las pautas constitucionales orientadoras del 
gasto público, porque la acción prestacional de los poderes públicos ha de 
encaminarse a la procuración de los objetivos de igualación y efectividad 
de los derechos que ha consagrado nuestra Constitución (artículos 1.1., 
9.2, y 31.2, principalmente) [...]”(STC 86/1985, de 10 de julio). Así pues, en la 
«asignación equitativa de los recursos públicos», se ha de entender insito el 
mandato de igualdad del art. 9.2 CE, lo que conlleva afirmar la legitimidad 
de medidas de acción positiva para corregir y superar las desigualdades de 
origen y lograr la igualdad real y efectiva, no tan solo desde perspectivas 
de igualación económica, sino también desde el género. El Tribunal Consti-
tucional señala que «no puede reputarse discriminatoria y constitucional-
mente prohibida -antes al contrario- la acción de favorecimiento, siquiera 
temporal, que los Poderes Públicos emprendan en beneficio de determi-
nados colectivos, históricamente desprotegidos y marginados, a fin de que 
mediante un trato especial más favorable, vean suavizada o compensada 
su situación de desigualdad sustancial». (SSTC 216/1991, F.J. 5º y 28/1992, 
F.J. 3º). Por tanto, el hablar de igualdad jurídica formal en éste ámbito no 
resulta suficiente dada la existencia de condicionantes socioculturales que 
actúan sobre el género masculino y femenino, situando en una posición 
de subordinación la mujer al hombre. Para conseguir la igualdad sustancial 
o material ha de garantizarse la igualdad de oportunidades de las perso-
nas que son diferentes. La igualdad de oportunidades parte de reconocer 
las diferentes situaciones de partida de los miembros de un género, en 
relación con una actividad o situación social. Hace falta, entonces, la acción 
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positiva del Estado por promover y remover la desigualdad de partida, en 
palabras de VICTORIA CAMPS, “Al Estado corresponde, porque nadie sino 
un poder central puede hacerlo, redistribuir los bienes básicos -materiales 
y espirituales- de forma que las posibilidades de intervenir y participar en 
la toma de decisiones sea una posibilidad real para todos los ciudadanos”9. 
En la línea de proscribir discriminaciones se ha señalado que el art. 14 de la 
CE no consagra un derecho a la igualdad, sino a la diferencia, en la media 
que se pretende que no se produzcan discriminaciones10. Los anteriores 
planteamientos aplicados a la mención de gasto equitativo implican que 
este ha de ser un gasto que posibilite la realización de una igualdad real y 
efectiva, un gasto igualitario en términos de género.

Junto al principio material de equidad la Constitución configura dos prin-
cipios o criterios económico-financieros de carácter instrumental y técni-
co: la eficiencia y la economía. Tales criterios poseen una raigambre eco-
nómica, si bien su inclusión en la norma constitucional les dota de juridici-
dad. Manifiestan ideas concurrentes aunque desde perspectivas diversas; 
por un lado, el principio de economía afirma la necesidad de alcanzar los 
objetivos determinados a un costo mínimo y, por otro, la eficiencia pre-
tende obtener un máximo de objetivos partiendo de un concreto gasto. 
El reconocimiento de dichos principios implica la introducción de técnicas 
de gestión y control propias del sector privado al público. Dado su carác-
ter eminentemente técnico posee una relación instrumental respecto del 
principio de equidad al que, en ningún caso, podrán contrariar. Se ha de 

9 CAMPS, V.: Los valores de la educación. Anaya. Madrid, 1994.
10 Sobre el alcance del principio de igualdad ante la Ley y en concreto sobre la discrimina-
ción el Tribunal Constitucional ha elaborado en numerosas Sentencias una matizada doctrina 
cuyos rasgos esenciales pueden resumirse como sigue: a) no toda desigualdad de rato en 
la ley supone una infracción del art. 14 de la Constitución, sino que dicha infracción la pro-
duce sólo aquella desigualdad que introduce una diferencia entre situaciones que pueden 
considerarse iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable; b) el principio de 
igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas, 
debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la utilización o introducción 
de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fundamento racional; c) el princi-
pio de igualdad no prohíbe al legislador cualquier desigualdad de trato, sino sólo aquellas 
desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas por no venir fundadas en criterios ob-
jetivos y suficientemente razonables de cuerdo con criterios o juicios de valor generalmen-
te aceptados; d) por último, para que la diferenciación resulte constitucionalmente lícita no 
basta con que lo sea el fin que con ella se persigue, sino que es indispensable además que 
las consecuencias jurídicas que resultan de tal distinción sean adecuadas y proporcionadas a 
dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y 
el fin pretendido por el legislador superen un juicio de proporcionalidad en sede constitucio-
nal, evitando resultados especialmente gravosos o desmedidos (STC 76/1990 de 26 de abril). 
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tener presente, que si bien el precepto constitucional parece escindir ám-
bitos de actuación diversos para los principios que señala –la equidad para 
la asignación de los recursos y la eficiencia y economía para su programa-
ción y ejecución-, el principio de equidad posee una vocación expansiva 
que desborda el marco establecido. De otra forma unos mismos gastos 
ajustados a los principios de economía y eficiencia pueden resultar injus-
tos, dado el amplio margen de discrecionalidad de la Administración a la 
hora de efectuar el gasto11. De ahí, la necesidad de afirmar la prevalencia 
del principio de equidad pues la ejecución del presupuesto no puede efec-
tuarse a sus espaldas. Si bien de forma ordinaria la concreción del gasto 
equitativo será también eficiente y económica, la eventual colisión entre 
tales criterios se resolverá a favor de la equidad por constituir valor supe-
rior del ordenamiento jurídico. Es así que “sólo dicho principio material 
podría justificar deseconomías en el gasto público”12. Y tal planteamiento 
no es baladí o meramente teórico pues existe el peligro de que una mani-
festación de tales principios instrumentales, como es la estabilidad presu-
puestaria cuestione o ponga en entredicho el principio material de justicia 
al que necesariamente están llamados a servir. 

El principio de estabilidad presupuestaria regulado en la Ley 18/2001, de 
12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria y la Ley Orgánica 
5/2001, de 13 de diciembre, complementaria a la Ley General de Estabili-
dad Presupuestaria no se presenta como un mecanismo para alcanzar los 
principios jurídicos que legitiman al gasto, en última instancia la equidad 
del gasto público, sino como el elemento base para el desarrollo econó-
mico, para un desarrollo técnico-económico aparentemente aséptico13. 
La legislación sobre estabilidad presupuestaria no menciona al principio 
de equidad o justicia en el gasto cuando, según lo examinado en el art. 
31.2 de la CE, resulta el principio básico del gasto público14. El principio de 
estabilidad presupuestaria tiene una importante eficacia ya que vincula 
a todos los entes públicos y condiciona la futura elaboración de norma-

11 PASCUAL GARCIA, J.:Régimen jurídico del gasto público: presupuestación, ejecución y con-
trol. BOE. Madrid. 1999, pág. 330.
12 ORON MORATAL, G.:La configuración constitucional del gasto público. Tecnos. Madrid, 1995, 
pág. 54.
13 Resulta expresiva a este respecto la Exposición de Motivos de la Ley 18/2001: “En definitiva, 
el equilibrio presupuestario va a ser la gran contribución de la política presupuestaria a la 
estabilidad macroeconómica que posibilita seguir desarrollando el verdadero potencial de 
crecimiento y de generación de empleo de la economía española y con ello avanzar en el 
proceso de convergencia real con los países más desarrollados”.
14 Ver en este sentido como se alude a determinados principios generales asociados a la esta-
bilidad en el art.3 al 6 de la Ley 18/2001. 
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tiva (vide art. 6.2 de la Ley 18/2001). Dicho principio supone entronizar a 
una manifestación de los principios técnicos basados en consideraciones 
cuantitativas y economicistas, desconociendo al criterio cualitativo de la 
equidad. No obstante, podría afirmarse, que la legislación sobre la estabi-
lidad presupuestaria no impide la justicia del gasto, pero tampoco pode-
mos ignorar que no reconoce expresamente al principio de justicia y, so-
bre todo, no establece las garantías necesarias para asegurar el mismo. Por 
consiguiente la estabilidad presupuestaria establecida, en la medida que 
no procure y garantice la equidad del gasto, pondrá en cuestión también 
al gasto igualitario. La estabilidad presupuestaria pone de relieve la impor-
tancia de los criterios técnicos del gasto respecto del principio valorativo 
de equidad. En ningún caso la eficacia de la manifestación de los criterios 
técnicos del gasto –estabilidad- pueden llevar a subordinar al principio de 
equidad y justicia que ha de regir los gastos públicos 

2. La dimensión de género en la elaboración y control de los presu-
puestos

Los presupuestos públicos no son simples instrumentos de gestión del 
sector público y de la política económica, sino que constituyen el marco 
básico en el que se configura el modelo de desarrollo socioeconómico al 
establecer los criterios de redistribución de la renta y dotar de eficacia a 
los objetivos políticos. Por tanto, no se trata de un mecanismo aséptico 
y exclusivamente técnico, pues determina la concreción de las políticas 
públicas y sociales a aplicar. En definitiva, constituye el reflejo de las po-
líticas y las prioridades de los gobiernos, a través del cual es posible dis-
tinguir a qué agentes de la sociedad se valora, qué trabajo se reconoce y 
cual se desconoce o invisibiliza. Las leyes presupuestarias aparecen como 
un conjunto de expresiones numéricas y contables cuyo intricado sentido 
solo parece accesible a unos pocos. Pero las mismas vehiculan concretas 
políticas sociales, los compromisos, y la forma como se lleva a cabo el gasto 
publico. El presupuesto es una valiosa herramienta para plasmar los valo-
res de equidad, igualdad y justicia social. 

El presupuesto, desde la perspectiva de género no es neutral ya que los 
ingresos y gastos originan un impacto diferente en las mujeres y los hom-
bres, pues los roles que desempeñan dan lugar a consecuencias diversas. 
Se ha de tener presente existen gastos públicos condicionados por facto-
res de genero, bien directamente por su destino a tales políticas, bien indi-
rectamente por el diferente impacto que originan en hombres y mujeres, 
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dado los diversos roles sociales que ocupan. Se ha de tener presente como 
el tradicional rol de la mujer hace que no sea inocuo un mayor o menor 
gasto público en áreas domesticas o del cuidado. Ejemplo de la belige-
rancia del gasto público en tal contexto se puede apreciar en el gasto en 
transporte de agua y en sanidad pública. En el continente africano, una 
de las tareas primordiales y necesarias es el transporte de agua y supone 
una importe inversión de tiempo y esfuerzo –en 1993 los hogares rura-
les africanos dedicaban un promedio de 1 hora y 40 minutos- que corre 
a cargo de la mujer. Por otro lado, una política austera del gasto público 
sanitario tendente a reducir el tiempo de permanencia en los hospitales 
comporta transferir la carga de dicho cuidado a la familia, al miembro que 
tradicionalmente se le ha encargado tal cometido, a la mujer lo cual a su 
vez conlleva además de implementar su trabajo en el hogar y coartar sus 
posibilidades de ocupación fuera del mismo. 

Resulta así que no es suficiente el gasto social, es preciso orientar el mismo 
desde una perspectiva en que se contemple al género, también en el pre-
supuesto público, en la delimitación de objetivos y necesidades –aspecto 
cualitativo- y en la asignación de recursos –criterio cuantitativo-. Dicha 
necesidad fue puesta en evidencia en la Plataforma de Acción de Beijing 
que aprobó la integración de la perspectiva de género en la totalidad de 
las políticas como estrategia efectiva para promover la igualdad entre los 
sexos, afirmando que “[…] los gobiernos y otros agentes sociales deberían 
promover una política activa y visible de integración de una perspectiva 
de género en todas las políticas y programas de modo que se analicen 
sus efectos sobre mujeres y hombres, respectivamente, antes de adoptar 
decisiones”15. Se propugna la integración de dichas perspectiva en todas 
las políticas públicas en todas sus fases –planificación, ejecución y evalua-
ción- así como en todos sus ámbitos de actuación.

Con esta perspectiva no se pretende la elaboración de presupuestos sepa-
rados para hombre y mujeres, sino que el género sea tenido en cuenta en 
la conformación y aplicación de los mismos. Comporta, en definitiva, una 
evaluación sobre la base de incorporar esta perspectiva en todos niveles 
del procedimiento presupuestario, y reestructurando ingresos y gastos 
con el fin de promover la igualdad de género. Introducir el enfoque de 
género en el ámbito presupuestario permite elevar la calidad y, eventual-
mente también la cantidad, de recursos asignados en atención a las nece-

15 IV Conferencia mundial sobre las mujeres. Beijing, septiembre  de 1995, objetivo estratégico 
nº 189.
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sidades e intereses específicos de las mujeres y los hombres. Por un lado, 
el gasto público, usando la perceptiva de género, será un gasto más eficaz 
de los recursos y más transparente en relación a la igualdad de oportuni-
dades. Por otro, supone emplear nuevamente una perspectiva transversal 
también desde la mira del gasto público. La evaluación del gasto no se 
han de circunscribir a órganos o centros en los que tradicionalmente se 
residencie la política de igualdad, vgr. Ministerio de Igualdad o Ministerio 
de Asuntos Sociales. Es preciso desubicar este gasto especializado, sin que 
ello quiera decir disminuir o eliminar, sino implementar desde otras pers-
pectivas, trabajo, educación, economía…Supone, en definitiva, hacer un 
gasto más transversal desde la perspectiva de su asignación. El Parlamento 
europeo señala “ […] que las estrategias del gender budgeting requieren 
una coordinación interministerial que una los ministerios de Presupues-
to, de Economía y de Hacienda con el ministerio y los departamentos y 
organismos responsables de la Igualdad de Oportunidades, asegurando 
la participación de todos los responsables y funcionarios de los distintos 
sectores que participan en la construcción del presupuesto público, con el 
fin de que la perspectiva de género se integre en la determinación de los 
ingresos y los gastos de todas las políticas presupuestarias”16. En tal orien-
tación la LO 3/2007, de 23 de marzo para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres incorpora la perspectiva de genero en todas las actuaciones 
de los poderes públicos, su art. 15, afirma que “El principio de igualdad de 
trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter 
transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administracio-
nes públicas lo integrarán, de forma activa, en la adopción y ejecución de 
sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de políti-
cas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas 
sus actividades.”

Es en tal contexto donde el conocimiento y análisis del Derecho Presu-
puestario resulta imprescindible para evaluar de manera correcta y técnica 
el impacto de tal norma, ya sea en la fase de asignación del gasto como 
en el de su ejecución y control. La virtud de adoptar el enfoque de genero 
en este plano reside en que, en primer lugar, se informa sobre las implica-
ciones de genero en los gastos y recursos y, en segundo lugar, da cumpli-
miento a los establecido en leyes sobre política publicas en igualdad como 
mecanismo para posibilitar una distribución equitativa. Así procede tener 

16 Resolución del Parlamento Europeo sobre el gender budgeting (integración de la perspec-
tiva de género en el presupuesto) - elaboración de presupuestos públicos con una perspec-
tiva de género (2002/2198(INI)
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presente las etapas del ciclo presupuestario: la asignación del gasto y la de 
control o evaluación de su ejecución.

a)La asignación del gasto. Comporta, en primer lugar, una tarea de visibi-
lización, de reconocimiento formal de una necesidad, y de una eventual 
dotación –reconocimiento material o pecuniario-. En tal fase es particu-
larmente relevante el trabajo que efectúan las mujeres en el cuidado del 
hogar y de la familia, que no han sido contabilizadas como parte de la eco-
nomía productiva y restan desconocidas e infravaloradas. Se ha de recono-
cer las contribuciones remuneradas y no remuneradas, que diferenciada-
mente hombres y mujeres aportan en la producción de bienes y servicios. 
Así se plantea cómo valorar lo aportado, computándose como ingreso, y 
determinar una eventual remuneración –en la partida de gastos- en reco-
nocimiento a tales tareas. 

Asimismo, en tal momento, se han de decidir políticas presupuestarias 
equitativas e igualitarias destinadas a promover la igualdad de oportuni-
dades con el fin de superar los roles sociales asignados. La planificación y 
estimación del presupuesto requiere unir, el conocimiento sobre los roles 
y las relaciones de género, y el conocimiento sobre el Derecho Presupues-
tario. Se ha de tener presente la existencia de una división social por razón 
del género, entre la vida privada y la vida pública. Al ámbito privado, se 
le asocian tareas relacionadas con la reproducción humana y se vincula 
a la esfera de actividad de la mujer. El ámbito de lo público se asocia a lo 
productivo y a la participación en los asuntos colectivos, y se vincula a la 
actividad del hombre. Es así, como las esferas sociales y las actividades que 
le son propias se asignan por razón del sexo haciendo difícil a los integran-
tes de uno y otro grupo la realización de las actividades del otro. Por ello es 
necesario la superación de las barreras creadas entre el género masculino 
y femenino, de manera que lo público no sea el ámbito exclusivo de lo 
masculino ni lo privado de lo femenino. Tal perspectiva requiere no tan 
solo posibilitar el acceso a los ámbitos tradicionalmente acotados a cada 
género sino el consensuar los valores imperantes para que dicho acceso 
sea fluido. 

Sobre el reconocimiento y valoración de las tareas de cuidado del hogar 
y de los miembros del mismo –personas mayores e infancia- las posibles 
medidas adoptar son variadas y pueden girar, bien en torno a un recono-
cimiento público – mera visibilización o reconocimiento formal-, o bien en 
el establecimiento de un beneficio patrimonial –reconocimiento pecunia-
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rio-, ya sea dejando de ingresar, como deducción fiscal, ya sea como pres-
tación pública e incluso cabe una medida mixta. La Ley gallega 7/2004, 
de 16 de julio para la igualdad propone el reconocimiento formal de la 
aportación al trabajo domestico si bien en una cuenta satélite. Se trata de 
un reconocimiento contable en un ámbito desgajado de la Ley presupues-
taria. Así señala su Exposición de Motivos “Hace falta que cualquier inicia-
tiva legislativa destinada a promover el acceso de las mujeres al mercado 
laboral retribuido en condiciones de igualdad tome en consideración el 
trabajo gratuito que realizan estas en el ámbito doméstico, ya que el traba-
jo no remunerado que se realiza en los hogares de Galicia ha condicionado 
tanto el marco analítico como las políticas de integración de las mujeres 
en el empleo remunerado. En Galicia la mayor parte de la población ve 
garantizada su supervivencia y bienestar a través de redes familiares cons-
tituidas mayoritariamente por mujeres, una contribución que es necesario 
valorizar y reconocer públicamente. El Gobierno gallego acaba de dar un 
paso en esta dirección elaborando y difundiendo una cuenta satélite de 
producción doméstica de Galicia; según la misma, la valoración económica 
de los servicios domésticos y personales no remunerados y destinados al 
autoconsumo estima un valor añadido bruto generado para el año 2003 
de 15.150 millones de euros, lo que supone el 37% del producto interior 
bruto.”

Así es posible adoptar otras perspectivas que introduzcan otras variables 
para que el gasto resulte más equitativo en términos de género. En tal con-
texto existen dos categorías de gastos a considerar:

1ºLos gastos o inversiones orientadas específicamente a garantizar la im-
plantación de la igualdad de oportunidades. En tal contexto no solamente 
se integran los destinados a la acción positiva sino también los que fomen-
tan la cultura de igualdad, al cambio de patrones y roles sociales.

2º.Los gastos, que si bien son genéricos destinados a toda la ciudadanía, 
poseen especial impacto en claves de genero. Son los gastos destinados al 
cuidado humano y reproducción. Partiendo de una clasificación de gastos 
tradicional se pueden adoptar nuevas perspectivas transversales de géne-
ro que contextualizan y explicitan las diversas realidades en función del rol 
que se ocupa en el contexto social.

En el plano de los ingresos cabria plantear el reconocimiento presupues-
tario de la aportación social que supone las tareas de cuidado de las mu-
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jeres como trabajo voluntario no remunerado pero valioso socialmente. El 
trabajo no remunerado, voluntario e informal, proviene prioritariamente 
de la mano de obra femenina desarrollado en el ámbito del cuidado y ta-
reas domesticas. Mientras que el trabajo formal remunerado proviene de 
la masculina.

En tal contexto también resulta de gran relevancia las técnicas presupues-
tarias empleadas pues la forma o técnica de elaboración y aprobación de 
los presupuestos condiciona al contenido de los presupuestos, de modo 
que influye tanto en la decisión de en qué y cómo se gasta. Por ello es 
importante determinar las actividades de la Administración en función 
de la obtención de un resultado que responda a los objetivos propuestos, 
estimando su coste, en definitiva, se ha de tener presente la clasificación 
del gasto público en programas –vide arts. 35 y 40 de la Ley General Presu-
puestaria-. Esta técnica integra una visión más dinámica y permite un se-
guimiento en programaciones plurianuales. Asimismo, permite medir con 
mayor precisión el grado de eficiencia en la asignación de los recursos. En 
tal sentido en los Presupuestos Generales del 2009 se establece el progra-
ma de promoción de la mujer cuya configuración técnica ha sido criticada 
en relación a otros periodos. En concreto PIÑA GARRIDO, refiriéndose al 
Presupuesto de 2004, por no establecer con claridad un gran objetivo es-
tratégico ni una adecuada ordenación del resto de los objetivos17.

b)El control presupuestario. Se ha de evaluar el logro de objetivos im-
portantes para las mujeres, además de para los hombres. En tal contexto 
resulta muy relevante la evaluación del gasto efectivamente realizado y 
su adecuación, no solamente a la legalidad sino también, y sobre todo, 
de acuerdo a su eficacia. Eficacia en la consecución de los objetivos a los 
que se destinaban los créditos aprobados, para determinar cómo se han 
cumplido las prioridades establecidas, con carácter general y, específica-
mente en lo que se refiere a igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombre en la distribución de recursos y servicios públicos. En tal contexto 
resultaría de gran relevancia que el Tribunal de Cuentas –supremo órgano 
de fiscalización externa del sector público- emitiera de forma específica y 
expresa un juicio sobre la adecuación de los objetivos pretendidos a los 
medios utilizados en los programas que hagan referencia o tenga algu-
na repercusión a las políticas de oportunidades. En la elaboración de los 
Presupuestos Generales del Estado para 2009 -Orden EHA/1301/2008, de 

17 PIÑA GARRIDO, Mª. D.:Hacia una gestión por objetivos con la nueva Ley General presupuesta-
ria. REDF. Civitas. 2004. 2004, pág. 340.
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6 de mayo,- se recoge, siguiendo la trayectoria introducida por la Orden 
EHA/857/2005, que la Comisión de análisis de Programas evaluara como 
una de sus funciones el impacto de los programas de gasto en igualdad 
de genero. También dentro de la clasificación de programas de gasto den-
tro de 23. Servicios Sociales y Promoción Social se incluye el 232B. Igualdad 
de oportunidades entre mujeres y hombres. También se prevé en los pre-
supuestos generales de 2009 un plan de actuación -el 00010- el Plan de 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

Por su parte el legislador autonómico se ha mostrado sensible y reconoce 
la virtud transformadora del gasto presupuestario en material de genero, 
así cabe señalar la Ley gallega 7/2004, de 16 de julio para la igualdad hace 
expresa mención como objetivo para erradicar los prejuicios de genero en 
su art. 5 “4. Estas medidas irán acompañadas de los oportunos programas 
y consignaciones presupuestarias para que todas las cargas doméstico-
familiares sean objeto de corresponsabilidad familiar y reciban la protec-
ción económica y social correspondiente.”. También la  ley 12/2007, de 26 
de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía 
prevé expresamente un enfoque de genero en el presupuesto a través de 
dos mecanismos principalmente; la Comisión de Impacto de Género en 
los Presupuestos, dependiente de la Consejería de Economía y Hacienda 
con la emisión de un informe de evaluación de impacto de género sobre el 
anteproyecto de Ley del Presupuesto, mediante el impulso de anteproyec-
tos de las diferentes consejerías con perspectivas de genero y realizando 
auditorias de género en las Consejerías, empresas y organismos de la Junta 
de Andalucía18.

La igualdad de oportunidades es un ámbito que necesita aplicarse y ser 
aplicado con una visión transversal y compleja. Así la justicia del gasto 
no solamente nos indica un reparto equilibrado del mismo sino, y sobre 
todo, un gasto equilibrado en términos de genero superador de los con-
dicionantes sociales que perpetúan situaciones de inequidad. El Derecho 
Financiero ofrece la posibilidad de incorporar múltiples y variados meca-

18 Artículo 8. 1. El Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía será un elemento ac-
tivo en la consecución de forma efectiva del objetivo de la igualdad entre mujeres y hombres; 
a tal fin, la Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos, dependiente de la Consejería 
de Economía y Hacienda, con participación del Instituto Andaluz de la Mujer, emitirá el infor-
me de evaluación de impacto de género sobre el anteproyecto de Ley del Presupuesto. 2. La 
Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos impulsará y fomentará la preparación 
de anteproyectos con perspectiva de género en las diversas Consejerías y la realización de 
auditorías de género en las Consejerías, empresas y organismos de la Junta de Andalucía



145Análisis jurídico del gasto y el presupuesto público

nismos para aplicar políticas de género más globales e integradoras. Para 
ello también es preciso abandonar la concepción de que el Derecho Pre-
supuestario es un mero instrumento, exclusivamente técnico y oscuro, de 
un cuerpo normativo siempre mutable y excesivamente instrumentaliza-
do por la política económica. Es hora de reivindicar un uso más social del 
Derecho Financiero.


